PAGE  
9
PROCESO ORDINARIO.

66001-31-05-003-2009-00008-01

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO

[image: image1.png]



PEREIRA - RISARALDA

TRIBUANL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, noviembre diecinueve de dos mil nueve. 

Acta número 0096 de nov. 19/ 09 

Hora: 11:00 a.m.
TEMAS: PRINCIPIO DE INESCINDIBILIDAD: No es posible que puedan cohabitar dos disposiciones pertenecientes cada una a regimenes pensionales diferentes. PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD: La condición impuesta por el canon 288 de la Ley 100/93, para que se apliquen sus disposiciones por favorabilidad a eventos regulados en normas anteriores es el sometimiento a la totalidad de disposiciones de esta ley (100/93). IBL: la fijación del ingreso base para la pensión no se haya atado a una sola fórmula, será entonces, la que más favorezca al trabajador, entre las opciones definidas en la ley. La circunstancia de que con el grupo de prepensionados a quienes le faltaba menos de diez (10) años para adquirir el derecho, el 1º de abril de 1994, se hubiese formado un sub-grupo de menos de dos (2) años para adquirir el citado derecho pensional, no fue con el deliberado propósito de que  estos últimos no pudieran optar para que su ingreso base se pudiera calcular con el promedio de los devengos de toda la vida laboral. INTERESES DE MORA: sólo proceden en el caso que haya mora en el pago de las mesadas pensionales, pero no cuando, como en este caso ocurre, lo que se presenta es un reajuste a las mismas por reconocimiento judicial. PRESCRIPCIÓN DE REAJUSTES: La prescripción del derecho al reajuste de la base de liquidación de una pensión no es posible, lo único que podría prescribir serían las mesadas con excepción de los últimos tres años contados desde la reclamación hacía atrás.
En la fecha y hora señalada, se da inicio a la audiencia pública,  dentro de la que habrá de resolverse el recurso de apelación interpuesto por la procuradora judicial del señor LORENZO DE JESÚS GÓMEZ BETANCUR, contra la sentencia proferida por la señora Jueza Tercera Laboral de este Circuito el diez (10) de julio de dos mil nueve (2009), en el proceso ordinario que el recurrente promoviera en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión, a la cual no asistió el Magistrado HERNÁN MEJÍA URIBE, por habérsele aceptado, previamente, impedimento para actuar en estas diligencias, la Sala constituida por sus restantes miembros discutió y aprobó el proyecto que presentó el Magistrado Ponente, el que se hizo constar en el acta de la referencia, correspondiendo al siguiente tenor:

I- FALLO   

a. Pretensiones.

A través de procuradora judicial, solicita el gestor del litigio se declare que le asiste el derecho a que le sea reliquidada y ajustada su mesada pensional reconocida mediante Resolución No. 0030002 de 1994 de acuerdo a lo establecido en el artículo 21 de la Ley 100 de 1993 y 20 del Decreto 758 de 1990 por ser beneficiario del régimen de transición, en consecuencia se condene al ISS a que le reliquide y ajuste la pensión con un IBL de $503.837.oo, lo que da una mesada pensional de $453.453.oo a partir del 8 de abril de 1994; así mismo ordene a que el ISS le pague lo que resulte de la diferencia entre la pensión reliquidada y la concedida en la Resolución No. 0030002 de 1994, el pago de los intereses moratorios sobre las sumas causadas de acuerdo con el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, la indexación de la condena y las costas procesales.  

b. Fundamentos fácticos.
Asevera el demandante que a través de la Resolución No. 003002 de 1994 y a partir del 8 de abril de ese mismo año, se le reconoció pensión de vejez con un IBL de $283.822.oo y un total de 1.322 semanas; que los artículos 21 y 36 de la Ley 100 de 1993, disponen que se puede liquidar su pensión con el IBL hallado con tres fórmulas diferentes: (i) con el promedio salarial de todos y cada uno de los salarios devengados durante toda la vida laboral, (ii) con el promedio salarial de los salarios devengados durante el tiempo, que le faltare y (iii) con el promedio salarial de los salarios devengados durante los últimos diez años anteriores al reconocimiento del derecho; que no queda duda entonces que él tiene derecho a que se le reliquide la pensión de vejez con la regla más favorable, de la que resulta una mesada pensional de $453.453.oo y un IBL de $503.837 hallado sobre el promedio de lo devengado en los últimos diez años, según lo dispone el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 

c. Actuación procesal.
Admitida la demanda por medio de auto fechado el 14 de enero de 2009, se corrió traslado a la entidad accionada, quien notificada en forma personal por medio de vocera judicial dio respuesta, aceptando los hechos referentes a la calidad de pensionado del actor, las fórmulas para liquidarle la pensión y la que se aplicó en el caso del demandante, respecto de los demás hechos manifestó no constarle y ser una trascripción de jurisprudencia; propuso como excepciones de mérito las de “Inexistencia del derecho a la reliquidación” y  “Prescripción” y se opuso a las pretensiones.  

Seguidamente se celebró la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral y de la Seguridad Social, declarándose clausurada la fase conciliatoria por falta de ánimo, continuándose con el trámite del proceso se corrió traslado de las excepciones propuestas que no merecieron pronunciamiento alguno; no se tomaron medidas de saneamiento, se fijo el litigio y se decretaron las pruebas, las que fueron de carácter documental. 

d. Sentencia de primer grado.
Clausurada la etapa probatoria se dictó la sentencia que puso fin a la primera instancia, donde la a-quo encontró que los presupuestos fácticos determinados por la norma aplicable al caso, artículo 36 de la Ley 100 de 1993 sin modificaciones, fue la aplicable en este asunto habida cuenta que para el 8 de abril de 1994 momentos en que adquirió el estatus de pensionado el accionante, el mencionado artículo se encontraba en su texto original y no había sido objeto de declaratoria de inexequibilidad y, es por ello, que no reconoció las pretensiones elevadas en esta demanda, encontrando, que la entidad demandada reconoció la pensión de vejez al actor en aplicación de las normas vigentes para su momento y sin que se observe violación alguna en contra de algún derecho del demandante, dándole aplicación, además, al principio de la favorabilidad establecido en el artículo 288 de la mencionada Ley 100. Concluyó negando las pretensiones. 

e. Apelación.
Dicha decisión fue objeto del recurso de apelación por la apoderada de la parte accionante, quien sustentó el recurso en debida forma y con los siguientes argumentos:

Arguye que la falladora de primera instancia realiza una interpretación errada del principio de la inescendibilidad de la norma, ya que afirma que los artículos 21 y 36 de la Ley 100 de 1993 son contradictorios y que no regulan la misma materia, cuando ello no es así, por lo que es procedente aplicar el canon 21 de la Ley 100/93, para establecer el IBL de la actora , aplicando para ello, la fórmula de los 10 últimos años anteriores al reconocimiento.  

Concedida la alzada, se remitieron las diligencias a esta Sala, donde se dispuso el trámite propio de la instancia.

Se dispone la Sala a resolver lo que corresponda, con base en las siguientes, 

II- CONSIDERACIONES
a. Competencia.

En virtud de los factores territorial y funcional, esta Sala resulta competente para resolver el recurso de apelación interpuesto por la vocera judicial del promotor del juicio.

Los denominados por la doctrina presupuestos procesales: juez competente, demanda en forma, capacidad de parte y capacidad para comparecer a juicio- concurren medianamente en esta actuación, no militan, por otra parte, vicios que obliguen a sanearlos o a decretar de oficio la nulidad, en su caso –art. 145 C.P.C-.

b. Problema jurídico.
En la determinación del ingreso base de liquidación para la pensión de vejez con fundamento en el régimen de transición ¿cuál será la regla a adoptar?, ¿estará sometida a una regla única o rígida, o por el contrario, en manos del afiliado estará la opción que más le favorezca, así ésta no esté contemplada en dicho régimen de transición?.
En el evento concreto, de quienes les hubiere faltado dos o menos de dos años para adquirir el derecho desde cuando entrara a regir la ley 100 de 1993, ¿era posible acogerse a otra regla distinta a la contemplada en el primigenio artículo 36 inc. 3 ibídem, antes de que se pronunciara la Corte sobre su inexequibilidad?. 
¿Será tempestivo el reclamo, a la luz de la excepción de prescripción propuesta por la entidad demandada?.

c. Caso Concreto. 

1. La pretensión del demandante se ha cimentado en que su pensión de jubilación se reliquide con arreglo a lo establecido en los artículos 21 de la Ley 100 de 1993 y 20 del Decreto 758 de 1990 con un IBL de $503.837.
2. La jueza de la instancia precedente negó tal pedimento ya que:

“(…) siendo una pensión de vejez reconocida con amparo en el régimen de transición, sólo y nada más es posible acudir a los postulados de esa transición, es decir, al artículo 36 que entre muchas cosas reguló la obtención del ingreso base de liquidación, así que el reajuste o reliquidación de la pensión por el ingreso base de liquidación que debe ser obtenido con fundamento en el artículo 21 de la Ley 100 de 1993, no es posible atenderla, toda vez que debe decirse que esa mixtura no está permitida en la legislación, no es procedente, no es posible hacerla, no se puede peticionar aplicar normas que aunque de la misma Ley 100 de 1993, no son reguladoras del mismo tema y por ello son excluyentes, con finalidades yuxtapuestas, puesto que la una está dirigida a regular las pensiones reconocidas y fundadas en la misma Ley 100 y la otra está prevista sólo y exclusivamente para el régimen de transición (…) aceptar el pedido es vulnerar y desconocer el principio de inescindibilidad o conglobamiento (…) y menos aún sin que pueda acudir indistintamente a ellos, a elección del interesado (…)” –fl. 49-.
3. Desde tal perspectiva parece inobjetable la posición de la primera instancia, como quiera que ciertamente, no es posible que bajo el principio de que ha echado mano, puedan cohabitar dos disposiciones pertenecientes cada una a regimenes pensionales diferentes, especialmente en lo que hace referencia a la manera de capturar el IBL, por un lado y los porcentajes aplicados al mismo, por el otro, para no referirnos sino a dos temas, dado que lo peticionado por el promotor del litigio no es otra cosa, que lo primero se discipline bajo la égida del artículo 21 de la nueva ley de la seguridad social y lo segundo –la tasa de reemplazo- se oriente bajo los mandatos del precepto 20 del acuerdo 049 de 1990 aprobado por el decreto 758 de la anotada anualidad.

4. Naturalmente, que la condición impuesta por el canon 288 del estatuto de la seguridad social, para que se apliquen sus disposiciones por favorabilidad a eventos regulados en normas anteriores sobre la misma materia y desfavorables a quien alega el citado principio es el sometimiento “a la totalidad de disposiciones de esta ley (100/93)”.

Obviamente, que las normas confrontadas hacen parte del mismo compendio de la ley 100 de 1993, lo que acontece es que uno –art. 21-, está encaminada a regular el ingreso base de liquidación de las pensiones que se reconozcan al amparo de tal estatuto, al paso que el segundo –art. 36 inc. 3.- está mandado a regular el mismo tema para las acogidas al régimen de transición.
5. De entrada, es menester precisar que las normas que contemplan la manera de extraer el ingreso base de liquidación tanto en el artículo 21 como en el 36 del estatuto de la seguridad social, no descartan la posibilidad de aplicar más de una opción. Ambas parten de un período relativamente corto -10, menos de 10 y 2 años-, cuyo promedio salarial sería más alto que el estimado durante toda la vida laboral del afiliado, sin embargo, la ley no ignora que contra esa lógica matemática, resulte que el promedio salarial de este último período –toda la vida laboral- sea más elevado que el de un período inferior.

A ello consulta precisamente que el artículo 36 ibidem, cuando disciplina que el ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas acogidas al régimen de transición, que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si éste (promedio) fuere superior, actualizado anualmente conforme al índice de precios al consumidor.

6. A propósito de la expresión encerrada entre paréntesis, la Sala deliberadamente llama la atención sobre el promedio salarial atribuido a la locución “éste” del precepto, dado que la ambigüedad en la redacción del texto ha dado lugar a diversas interpretaciones, que la Corte ha cerrado en los siguientes términos:

“Para la Corte, la lectura que efectúa el sentenciador de segundo grado del inciso 3º del artículo 36 de la Ley 100 es equivocada, pues la norma contempla las dos posibilidades para el cálculo del ingreso base de liquidación de la pensión de vejez de quienes se encuentran en régimen de transición y que les faltare menos de 10 años para adquirir el derecho, bien tomando el promedio de lo devengado en el tiempo que hiciere falta para adquirir el derecho, ora acudiendo al promedio de lo cotizado durante todo el tiempo si éste fuere superior”
.     
Tal fue la hermenéutica impartida según el fallo glosado a la parte pertinente de la disposición en comento, en sentencia adiada el 12 de febrero de 2004, radicación No. 20968, reiterado en el de 18 de mayo de ese año, radicación 22151.

En términos similares se encuentra consabido el mismo tópico para las pensiones del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, cuando en su precepto 21, indica que el ingreso base será el promedio de los devengos salariales del afiliado durante los 10 años anteriores al reconocimiento, pero que “cuando el promedio del ingreso base, ajustado por inflación, calculado sobre los ingresos de toda la vida laboral del trabajador, resulte superior al previsto en el inciso anterior, el trabajador podrá optar por este sistema (….)”.

7. De tal suerte, que la fijación del ingreso base para la pensión en uno y otro evento, no se halla atado a una sola fórmula, será entonces, la que más favorezca al trabajador la que habrá de imponerse y que dé como resultado un guarismo más alto, entre estas dos opciones: (i) el promedio salarial de un lapso menor y (ii) el promedio de lo devengado durante toda la vida laboral.

Tal opción no le está vedada al demandante en los términos en los que lo planteó la a-quo, para quién erradamente solo se le podrán tomar en cuenta los ingresos de los dos últimos años, desconociendo que si lo que le faltaba para adquirir el derecho pensional era inferior a diez  (10) años, esto es siete (7) días, bien podía optar porque su ingreso base se colacionara con fundamento en el promedio de lo devengado durante los dos (2) últimos años, ora con el promedio de lo recibido durante toda la vida laboral.
8. La circunstancia de que con el grupo de prepensionados a quienes le faltaba menos de diez (10) años para adquirir el derecho, el 1º de abril de 1994, se hubiese formado un sub-grupo de menos de dos (2) años para adquirir el citado derecho pensional, no fue con el deliberado propósito de que  estos últimos no pudieran optar para que su ingreso base se pudiera calcular con el promedio de los devengos de toda la vida laboral. 
Desde luego que a primera vista, pareciera que al afiliado le conviniera más, que tal cálculo se hiciera con base en lo obtenido durante los dos (2) últimos años y no durante un lapso mayor, sin embargo, en la práctica pudiera no ser así, por lo que la ley le otorga la facultad de elegir por la opción mas favorable.
9. Lo que la norma –art. 36 inco 3.- no autoriza es que para el caso concreto del demandante, dicho cálculo se realice con base en el promedio de lo devengado durante los últimos diez (10) años, ya que a éste lapso no se remite la disposición como alternativa al del promedio de los dos (2) últimos años. Sería tanto como aceptar que cualquiera de los afiliados a los que se refiere dicho inciso -3º- del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, abogaran por idéntica opción –la del promedio de los ingresos devengados durante los últimos diez (10) años, pues, a estos se les vedaría implorar lo pregonado en el encabezamiento del artículo 21 ejusdem, en virtud del principio de la inescindibilidad, ya que entonces, no podrían acogerse al mismo tiempo a lo disciplinado en el artículo 20 del acuerdo 049 de 1990 o decreto 758 del mismo año, acorde con las voces del precepto 288 de la Ley 100 de 1993, como ya se tuvo oportunidad de predicar líneas arriba.
Por otra parte, atinó la sentenciadora de primer grado al señalar que para la fecha de la expedición de la resolución No. 003002 de 1994, aún no producía sus efectos la sentencia de inconstitucionalidad C-168 de 1995, por las potísimas razones allí consignadas, más cuando al otorgársele efectos anticipados o retroactivos a dicho pronunciamiento, el ingreso base de liquidación se calcularía teniendo en cuenta el promedio de lo devengado o cotizado durante los siete (7) últimos días, apreciación ésta que nunca fue la anhelada por el accionante en la demanda ni en escrito posterior.
10. Se sigue de todo lo anterior, que si se promediara lo devengado por el actor durante los dos (2) últimos años –como lo mandaba el artículo 36 inciso 3º parte final, por tratarse de trabajador del sector privado-, el IBL sería de $356.347 para una mesada de $320.712, esto es, más elevada que la otorgada por el ISS.
Ahora bien, si se promediara los ingresos o cotizaciones por todo el tiempo laborado, dicho guarismo ascendería a $355.993,50, para una mesada pensional de $315.994.15, igualmente superior a la reconocida por el ISS, pero levemente inferior a la calculada con base en lo cotizados en los últimos dos (2) años. Por tanto se acogerá el guarismo arrojado con base en el cálculo de los 2 años, el cual se refleja en el siguiente cuadro:
	AÑO
	SALARIO (IBC)
	#DÍAS IBC
	SALARIO ACTUALIZADO
	PROMEDIO

	1990
	$212.951
	18
	$357.457
	$8.936

	1990
	$220.593
	184
	$370.285
	$94.628

	1991
	$271.336
	181
	$344.108
	$86.505

	1991
	$280.733
	184
	$356.026
	$90.984

	1992
	$356.323
	153
	$356.323
	$75.294

	TOTAL IBL
	$356.347

	MONTO PENSION (90%)
	$320.712


En consecuencia se revocará el proveído revisado en sede de apelación y en su reemplazo se reajustará el monto pensional inicial del demandante a la cifra de $320.712.
11. En relación con el reconocimiento de intereses moratorios de los que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, no hay lugar a dicha condena, dado que como también lo advierte el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria, especialidad laboral:

“En efecto, ha enseñado esta Sala de manera reiterada que en los eventos de diferencias pensionales derivadas de reajustes, o de reliquidaciones, no hay lugar a intereses moratorios.

En sentencia de 3 de septiembre de 2003, rad. 21027, entre otras, anotó textualmente:

““Además, ha sostenido esta Corporación que los intereses moratorios ‘…sólo proceden en el caso que haya mora en el pago de las mesadas pensionales, pero no cuando, como en este caso ocurre, lo que se presenta es un reajuste a las mismas por reconocimiento judicial’ (Rad. 13717 -30 de junio de 2000), argumento este plenamente aplicable a este caso, pues la condena consistió en ‘los reajustes pensionales causados por su liquidación equivocada, actualizados anualmente a partir del 1º de enero de 1998, atendiendo el I.P.C. certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior””.

“Como en el sub lite no se está en presencia de mora en el pago de mesadas, sino de diferencias derivadas de la reliquidación de la prestación, la preceptiva del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 no resulta aplicable (…)”
.  
d. Excepción de prescripción.
La prescripción del derecho al reajuste de la base de liquidación de una pensión no es posible, lo único que podría prescribir serían las mesadas con excepción de los últimos tres años contados desde la reclamación hacía atrás. 
De ahí, entonces, que se accederá de manera parcial y en relación con las mesadas causadas con anterioridad al 13 de enero de 2006, tomando en cuenta la fecha de presentación de la demanda – 13 de enero de 2009- y no el escrito visible a folio 7, dado que aparte del mes y del día se desconoce el año en que fuera presentada la solicitud de reclamación administrativa.
Sobre este particular, el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria, especialidad laboral tuvo la ocasión de hacer algunas precisiones en torno a la imprescriptibilidad y sus excepciones en materia pensional a propósito de la sentencia de casación laboral que emitiera el 15 de julio de 2003, radicación 19557. Dijo en sentencia del veinticuatro (24) de febrero de dos mil nueve (2009), radicación No. 32381, lo siguiente:

“Respecto a la prescriptibilidad del derecho al reajuste de la base de liquidación de una pensión, que es el tema al que se refiere el cargo, lo que ha sostenido la jurisprudencia de esta Sala es que tal fenómeno se presenta frente a los factores económicos que conforman el ingreso base de liquidación, más no en otros eventos diferentes, como es el caso presente, en donde la reclamación se dirige a definir el la base legal para fijar el monto de la pensión, según una normatividad diferente a la empleada por la entidad demandada, esto es, no el inciso primero del artículo 21 de la Ley 100 de 1993, sino el inciso segundo de dicha norma, por serle más favorable al trabajador.

Al respecto, dijo esta Corporación en el fallo del 27 de marzo de 2007 (rad. 30127), lo siguiente:

“(…)

““De entrada advierte la Corte que el Tribunal se equivocó al declarar probada la excepción de prescripción, apoyándose para ello en la sentencia de casación del 15 de julio de 2003, radicación 19557, cuyos pronunciamientos no son aplicables al asunto bajo examen, en el que solamente se cuestiona la norma que gobierna el porcentaje del monto de la pensión de jubilación””.

“En un asunto similar, en sentencia del 5 de diciembre de 2006, radicación 28552, dijo la Corporación lo siguiente:

““En efecto, con independencia de la clase de prescripción que se pretenda aplicar, valga decir, la trienal regulada por los artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del estatuto procesal del trabajo, o la especial de cuatro años prevista en el artículo 50 del Acuerdo 049 de 1990 del ISS aprobado por el Decreto 758 del mismo año; importa decir que lo cierto es que, este fenómeno jurídico como un modo de extinguir las acciones y derechos ajenos, no procede en relación con la reclamación dirigida a definir el porcentaje legal para fijar el monto de la pensión, según la normatividad que regule la materia, independiente a que dicho porcentaje se aplique sobre factores salariales, ingresos bases, semanas cotizadas o tiempos servidos”.

““Lo anterior es jurídicamente razonable, porque se presenta una relación indivisible entre la fijación de la cuantía del derecho pensional conforme al porcentaje a tomar para su liquidación, con el otorgamiento de la pensión que como es sabido se trata de un derecho imprescriptible, debiendo correr la misma suerte la acción que se instaure en uno u otro caso para solicitar su reconocimiento”.

“De tal modo, que al estar estrechamente ligados o entrelazados estos derechos constitutivos de un todo jurídico, ninguno de ellos admite la prescripción extintiva del derecho en sí mismos, y lo único que podría prescribir serían las mesadas con excepción de los últimos tres años contados desde la reclamación hacía atrás”.

““(…).

“Lo dicho explica, el porque las enseñanzas o directrices esbozadas en la sentencia del 15 de julio de 2003 con radicación 19557, que rememora la censura en la sustentación del recurso extraordinario, no encajan dentro de los presupuestos del caso que ahora se somete a consideración de esta Corporación, por cuanto el porcentaje con el cual se debe liquidar la prestación pensional no es ni se asimila a un factor salarial”.
““Ciertamente, en el mencionado pronunciamiento jurisprudencial se discutía la reliquidación de la cuantía inicial de la mesada pensional reconocida al trabajador demandante, con fundamento en que se omitió incluir como factores salariales: horas extras, recargos nocturnos, auxilio de transporte, bonificaciones, primas de vacaciones, navidad, alimentación y de servicios; mientras que en el sub lite, lo que se controvierte no son los elementos que sirvieron para conformar esa primigenia mesada sino el porcentaje a tomar para aplicarlo sobre el IBL y obtener así el monto final de la pensión”.

““La verdad es que la Corte en el pronunciamiento que invoca el censor, manteniendo su criterio sobre la imprescriptibilidad del derecho pensional por su carácter vitalicio, unificó su jurisprudencia para precisar que la acción personal del pensionado tendiente a reclamar los factores económicos relacionados con los elementos integrantes para la determinación de la base salarial sobre la cual se calcula el quantum o monto de la prestación, en la forma como lo haya dispuesto el legislador, la convención o directamente las partes, prescribirá transcurrido el término que para tal efecto prevén los artículos 488 del C.S. del T. y 151 del C.P: del T. y de la S.S.”

““La solución adoptada en esa oportunidad en ningún momento conduce a que se deba generalizar la prescripción trienal a todas las eventualidades que afecten la cuantía de un derecho pensional, pues la postura de la Corte en este preciso aspecto está dirigida a aquellas situaciones en que se deba incrementar el valor económico de la primigenia mesada pensional, por la omisión del empleador o entidad encargada de reconocer la prestación, de no incluir todos los factores salariales en la base de la liquidación, lo que genera unos créditos personales no satisfechos que se deben reclamar dentro del término hábil que dispone la ley, pues de no hacerlo el pensionado teniendo la oportunidad para ello, su inactividad conlleva la extinción del derecho a solicitar la reliquidación del monto de dicha pensión”.

““De suerte que, la clase de reclamación que se ventila a través de este proceso, en torno al porcentaje a aplicar para definir el verdadero monto de la pensión, que conlleva al reconocimiento de este derecho pensional de manera completa, no está comprendida dentro de los “créditos no satisfechos” que refiere la sentencia evocada por el recurrente como soporte de su postura, que indefectiblemente hace que tal derecho sea imprescriptible”.

““Así las cosas, no es dable declarar probada la excepción de prescripción propuesta por la parte demandada en lo atinente al derecho que dio origen a los reajustes objeto de condena y que es la materia del recurso extraordinario””. 

En consecuencia, como ya se expuso se declara avante la excepción de prescripción, únicamente lo que hace relación con las diferencias pensionales causadas con anterioridad al 13 de enero de 2006. Por lo tanto:

	IPC

VR. 2006
	VR. 2006 
	VR. 2007 IPC 4.48%
	VR. 2008 IPC 5.69%
	VR. 2009 IPC 7.67%

	MES. ISS
	$1.007.025,50
	$1.007.025,50
	$1.052.140
	$1.112.007
	$1.197.298

	MES. TRAN
	$1.264.343
	$1.264.343
	$1.320.985,50
	$1.396.149,50
	$1.503.234

	DIF.
	$257.317,5
	$268.845.5
	$284.142,50
	$305.936

	MESADAS A PAGAR
	13,56
	14
	14
	11

	TOTAL
	$3.489.225
	$3.763.837
	$3.977.995
	$3.365.296

	INDEXACIÓN
	$4.236.507
	$4.374.069
	$4.373.896
	$3.436.475


En total, por concepto de reajustes, debidamente indexados, el ISS deberá cancelar al actor la suma de $16.420.947.
Así las cosas, se revocará la decisión impugnada y en su reemplazo se accederá a los reajustes, empero, con fundamento en el mismo artículo 36 inciso 3º de la Ley 100 de 1993. 

Costas en ambas instancias a cargo de la entidad demandada y en pro del demandante. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley,

III- FALLA:
REVOCA la sentencia conocida en vía de apelación. En consecuencia, se dispone:
1- CONDENA al  INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES en pro del señor LORENZO DE JESÚS GÓMEZ BETANCUR, al reajuste de la pensión de vejez con sus respectivas diferencias desde el 13 de Enero de 2006.
2- DECLARA que el valor de la primera mesada pensional del señor LORENZO DE JESÚS GÓMEZ BETANCUR, para el 8 de Abril de 1994, era de $320.712 y que la diferencia en relación con la reconocida por la entidad demandada asciende a $65.271.
3- ABSUELVE  al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES al reconocimiento a favor de GÓMEZ BETANCUR por concepto de intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993.
4- DECLARA probada la EXEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN sobre la diferencia pensional causadas con antelación al 13 de enero de 2006.
5- CONDENA al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, en pro del señor LORENZO DE JESÚS GÓMEZ BETANCUR, al reconocimiento de la diferencia pensional a partir del 13 de enero de 2006, en cuantía de DIECISÉIS MILLONES CUATROCIENTOS VEINTE MIL NOVECIENTOS CUARENTA Y SIETE PESOS ($16.420.947).
6- CONDENA en Costas en ambas instancias al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES y a favor de GÓMEZ BETANCUR. 

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN      
 HERNÁN MEJÍA URIBE

                                                               
     - Con Impedimento-
CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE
Secretaria
� C.S,J. Sala de Casación Laboral, sentencia del 4 de Agosto de 2009, M.P. Dr. Eduardo López Villegas, radicación 35113


� Sentencia de casación laboral del 4 de Agosto de 2009 ya reseñada.
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